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Resumen: En Cuba, con el proceso de actualización del modelo socioeco-
nómico, se han implementado nuevas formas de trabajo cooperado en secto-
res diferentes al agropecuario. Estas formas asociativas presentan dificultades 
que las apartan de la identidad cooperativa universalmente reconocida; sin em-
bargo, la asesoría jurídica puede contribuir en este sentido. En el presente tra-
bajo se explican estas potencialidades de la asesoría jurídica y, a continuación, 
se argumenta este propósito para las Cooperativas No Agropecuarias cubanas, 
de cara a los principios cooperativos enarbolados por la Alianza Cooperativa 
Internacional y a las recientes transformaciones legislativas implementadas en 
el país para el sector.

Palabras claves: asesoría jurídica; identidad cooperativa; Cooperativas No 
Agropecuarias.

Abstract: In Cuba, with the process of updating the socioeconomic 
model, new forms of cooperative work have been implemented in sectors 
other than agriculture. These associative forms present difficulties that sepa-
rate them from the universally recognized cooperative identity; however, legal 
advice can contribute in this regard. In the present work, these potentialities of 
legal advice are explained, and then this purpose for Cuban Non-Agricultural 
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Cooperatives is argued, in view of the cooperative principles raised by the In-
ternational Cooperative Alliance and the recent legislative transformations im-
plemented in the country to the sector.

Keywords: legal advice; cooperative identity; Non-Agricultural Coopera-
tives.
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I. Introducción

Cuba, a partir del proceso de actualización de su modelo socioeco-
nómico, ha implementado nuevas formas de trabajo cooperado en sec-
tores diferentes al agropecuario. Los estudios respecto a estas llamadas 
Cooperativas No Agropecuarias (CNA) han sido cada vez más frecuen-
tes desde su aparición en el año 2013, constituyendo plato fuerte en 
algunas de las investigaciones que ofrecen los enfoques más comple-
tos del fenómeno2. Entre los resultados de estas investigaciones, es co-
mún encontrar contrastes entre estas formas asociativas y la identidad 
cooperativa universalmente reconocida.

La Comisión de Implementación de los Lineamientos, ha identifi-
cado importantes dificultades en ellas, entre las que se resaltan la apro-
piación indebida de recursos e ingresos y corrupción, existiendo en 
algunos casos concertación entre cooperativas y entidades estatales 
para cometer ilegalidades, sobre todo en el sector de la construcción; 
cooperativas que materializan una parte importante de su gestión con-
tratando fuerza de trabajo asalariada y comprando servicios a terceros; 
marcadas diferencias en los anticipos percibidos por los socios que ejer-
cen como directivos, con respecto a los que realizan labores directas 
en la actividad fundamental (cooperativas donde los socios que actúan 
como jefes recibían anticipos 32 veces superior a aquellos que están 
asociados a la producción); utilización de créditos bancarios con fines 
diferentes a los conceptos por los que fueron otorgados; tendencia al 
incremento de precios; etc.3

Ante este panorama, la dirección del país ha optado por atajar las 
desviaciones existentes no autorizando nuevas cooperativas, y traba-
jar por consolidar las ya existentes. Para cumplimentar este objetivo, se 
han reforzado las medidas de control administrativo, mediante la im-
plementación de cambios legislativos que no abandonan el carácter ex-

2 Vid. rodríguez, o.: La constitucionalización de la cooperativa. Una propuesta para 
su redimensionamiento en Cuba, Editorial Vincere Asociados, Coletânea IBECOOP, No. 
1, Brasilia-DF, 2017; FaJardo, g. y Moreno, M. (coordinadoras): EL COOPERATIVISMO EN 
CUBA. Situación actual y propuestas para su regulación y fomento, CIRIEC-España, Va-
lencia, 2018; rodríguez, o. y Hernández, o. (coordinadores): Apuntes de Derecho Coope-
rativo para Cuba, Ediciones Loynaz, Pinar del Río, 2018.

3 Figueredo, o.: «Nuevas normas jurídicas para las cooperativas no agropecuarias en 
Cuba», 30 agosto 2019, recuperado de http://www.cubadebate.cu/noticias/2019/08/30/
nuevas-normas-juridicas-para-las-cooperativas-no-agropecuarias-en-cuba/#.Xn_hr-
pKipp, el 28 de marzo de 2020.
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perimental que ha caracterizado este marco normativo desde sus ini-
cios hace siete años4.

Dichas novedades legislativas aparecen en la Gaceta Oficial No. 63 
Ordinaria, publicada el 30 de agosto de 2019, la cual contiene el De-
creto-Ley No. 366 «De las Cooperativas no Agropecuarias» (DL366/19); 
el Decreto No. 356 «Reglamento de las Cooperativas no Agropecua-
rias» (D356/19); y las Resoluciones No. 361 y 362 del Ministerio de Fi-
nanzas y Precios.

Sin embargo, la asesoría jurídica, como modo de actuación del profe-
sional del Derecho, mediante un óptimo aprovechamiento de la autono-
mía cooperativa, puede contribuir —de múltiples formas— a fortalecer 
la identidad cooperativa. En esta dirección trabaja el Departamento de 
Derecho de la Universidad de Pinar del Río, de conjunto con la Empresa 
Provincial de Servicios Legales, quienes buscan perfeccionar la Metodolo-
gía que guía la asesoría jurídica de las CNA en la provincia, con la aspira-
ción de generalizar sus buenos resultados hacia otros lugares del país.

Sobre esta base, el presente trabajo tiene como objetivo fundamen-
tar algunas ideas para, desde la asesoría jurídica, impulsar la identidad 
cooperativa en las CNA. Con este propósito, inicialmente se explican 
las potencialidades de la asesoría jurídica para contribuir a la identi-
dad cooperativa. A continuación, se argumenta este propósito para las 
CNA, de cara a los principios cooperativos enarbolados por la Alianza 
Cooperativa Internacional y a las recientes transformaciones legislativas 
implementadas por el sector en el país.

II.  La asesoría jurídica y su contribución a la identidad cooperativa

La asesoría jurídica es un modo de actuación del profesional del 
Derecho sobre la cual no abundan referentes teóricos, quizás porque 
se ha subestimado, entendiéndola como una mera labor accesoria de 
poca incidencia en cuestiones jurídicas esenciales, algo que está lejos 
de la realidad.

El asesor jurídico5 regularmente ejecuta un conjunto de funciones 
que pueden variar atendiendo al tipo de persona destinataria de sus 

4 Cfr. artículo 1 del Decreto-Ley No. 305 «De las cooperativas no agropecuarias», 
Gaceta Oficial No. Extraordinaria 053, de 11 de diciembre de 2012 y artículo 1 del De-
creto-Ley No. 366 «De las Cooperativas no Agropecuarias», Gaceta Oficial No. 63 Ordi-
naria, de 30 de agosto de 2019.

5 Para desempeñarse como asesor jurídico es necesario «ser profesional del Dere-
cho, egresado de una Universidad reconocida con el título que acredite tal condición, 
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servicios (física o colectiva) y de las normas que en cada país regulen 
este asesoramiento. No obstante, el enfoque de este trabajo será hacia 
la asesoría jurídica de la empresa cooperativa.

Previamente, es pertinente ofrecer una sistematización de aquellas 
actividades fundamentales que desarrolla el asesor jurídico para una 
empresa6, a saber:

— Diagnosticar: implica la determinación del estado de cualquier 
fenómeno. Los resultados conseguidos deben funcionar como 
punto de partida para trazar y ejecutar el plan de acciones desti-
nado a eliminar las dificultades jurídicas detectadas.

— Orientar: se manifiesta cuando el asesor aconseja a la empresa 
sobre las opciones y medios jurídicos con que se cuenta para sa-
tisfacer sus intereses, esclareciendo dudas y advirtiendo sobre el 
alcance y posibles efectos jurídicos de las acciones a emprender 
relativas a sus asuntos.

— Redactar: requiere de la «ingeniería» o creatividad del asesor, 
para reflejar principios e intereses concretos en documentos de 
trascendencia jurídica, especialmente cuando escribe la norma-
tiva interna (acuerdos, actas, reglamentos, y otras normas rela-
tiva a las funciones de la gerencia o aplicables a los trabajadores, 
por ejemplo contratos para formalizar vínculos con trabajadores 
y otras empresas); los documentos comprobatorios de las opera-
ciones internas (órdenes de pago, letras de cambio y pagarés); y 
los poderes de actuación que otorga la empresa para su partici-
pación en actuaciones judiciales.

— Representar: se configura cuando una empresa (cliente), mani-
fiesta su voluntad para que el asesor jurídico ejecute las accio-
nes legales pertinentes que le permitan brindar solución a la si-
tuación jurídica en que se encuentra, actuando en interés y por 
cuenta de esta.

regularmente matriculado en el gremio profesional correspondiente y con las habilita-
ciones legales requeridas» Vid. garcía, a: Derecho cooperativo y de la Economía Social 
y Solidaria, Asociación Iberoamericana de Derecho Cooperativo, Mutual y de la Econo-
mía Social y Solidaria, Mérida, 2017, p. 67.

6 Vid. BrucH, e.: Marketing de servicios jurídicos a pequeñas y medianas empresas. 
Universitat Autónoma de Barcelona, 2016, pp. 40-44. Recuperado de https://www.te-
sisenred.net/bitstream/handle/10803/386530/ebm1de1.pdf, el 24 de junio de 2018; 
La transformación de la función jurídica. Los siete retos de las asesorías jurídicas inter-
nas, s/f. Recuperado de https://www.pwc.es/es/publicaciones/legal-fiscal/assets/informe-
pwc-transformacion-funcion-juridica.pdf, el 24 de junio de 2018 y garcía, a: ob. cit, 
pp. 25-30.
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— Supervisar: se materializa fundamentalmente al realizar la vigi-
lancia en favor de la legalidad de los actos o procedimientos de-
sarrollados, tales como la aplicación de medidas disciplinarias; el 
cumplimiento de las formalidades de los contratos concertados; 
la ejecución de estos contratos para la adquisición o suminis-
tro de bienes y servicios; el respeto a las obligaciones tributarias; 
etc.

Vale aclarar que si bien a efectos metodológicos conviene delimitar 
estas actividades fundamentales para su estudio, ellas pueden manifes-
tarse en cualquier momento de la práctica asesora. Por tanto, durante 
esta actuación deben articularse, de forma armónica, las funciones de 
diagnóstico, consejería, ejecución y control que en su desempeño pro-
fesional desarrolla el asesor jurídico, a fin de equilibrar los intereses del 
cliente (empresa) y el interés general expresado en las exigencias lega-
les.

Ahora bien, cuando hablamos de la asesoría jurídica de las coope-
rativas, debe tenerse en cuenta que estas poseen particularidades que 
las diferencian de otras empresas. Esta identidad propia de las coopera-
tivas, impone a los asesores jurídicos que asuman compromisos en este 
campo, de un determinado nivel de especialización. Del cumplimiento 
de este cuasi requisito depende —en importante medida— que la fi-
gura se manifieste conforme a su naturaleza.

Los elementos que ofrecen contenido a la identidad cooperativa se 
han abordado en otras ocasiones de cara a la labor constituyente y le-
gislativa7. Ahora vale reiterar, desde este nuevo enfoque, que el asesor 
jurídico debe reconocer en la cooperativa un fenómeno socioeconó-
mico integral, que trasciende el mero espacio empresarial y se comple-
jiza sanamente.

Una cooperativa es una empresa, y como tal precisa de rentabilidad 
económica, pero en ella también toman forma jurídica vínculos asocia-
tivos inspirados en valores nacidos de necesidades sociales; a la vez que 
se superponen, sin conflictos, roles tradicionalmente enfrentados como 
el de propietario y trabajador, o el de empresario y consumidor. Ade-
más, la finalidad de servicio a los asociados que caracteriza a la coope-
rativa, cuando menos trastoca la perspectiva tradicional del lucro, tam-
bién porque la cooperativa no tiene en la responsabilidad social un 
apéndice impuesto, como sucede en otras tantas ocasiones, sino por-
que es inherente a su naturaleza y estructura institucional. En el mismo 
sentido, no se debe olvidar que el funcionamiento de esta empresa se 

7 rodríguez, o.: ob. cit, p. 39.
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asienta en principios como la voluntariedad, la igualdad, el control de-
mocrático, la distribución equitativa, la autonomía y la educación, que 
comúnmente no pasan de ser aspiraciones o —peor aún— un eslogan 
de muchos entes públicos y privados.

Por consiguiente, a los actos jurídicos fundamentales que estable-
cen las cooperativas con sus socios o con otras cooperativas8, no le son 
aplicables —sin distorsionarlas— las normas que informan a ramas del 
Derecho como el Civil, el Mercantil o el Laboral. La naturaleza jurídica 
sui géneris de la cooperativa exige la aplicación a ella de una pujante y 
particular rama del Derecho.

El maestro Henrÿ apela a una dimensión amplia de este Derecho, 
al definirle como «todas aquellas normas jurídicas —leyes, actos ad-
ministrativos, resoluciones judiciales, jurisprudencia, reglamentos y 
estatutos cooperativos y cualquier otra fuente de Derecho— que re-
gulan la estructura y las operaciones de las cooperativas como em-
presas en el sentido económico y como entidades en el sentido 
jurídico»9.

Por su parte, la Ley Marco para las Cooperativas de América Latina, 
en un intento de unificación del Derecho Cooperativo a nivel regional, 
ofrece en su artículo 6 una definición de este, entendiéndolo como «el 
conjunto de normas especiales, jurisprudencia, doctrina y práctica ba-
sadas en los principios que determinan y regulan la actuación de las 
cooperativas y los sujetos que en ellas participan»10.

Sin embargo, vale la advertencia sobre dos tendencias contradic-
torias: «por un lado, existe un respeto creciente por el derecho inter-
nacional público cooperativo y por la obligación de mantener a las 
cooperativas como una entidad jurídica diferenciada y, por otro lado, 
continúa el proceso de alineación o equiparación de las cooperativas 
con las sociedades comerciales»11. Además, «la convergencia del Dere-

8 Explica cracogna las notas esenciales y consustanciales a estos actos que permi-
ten afirmar que no tienen una naturaleza civil ni comercial ni otra cualquiera, sino una 
que les es propia y que los distingue dada la propia finalidad de la institución: a) inter-
vención de socio y cooperativa; b) objeto del acto idéntico al objeto de la cooperativa; 
y c) espíritu de servicio, donde hay un corpus (el objeto material o inmaterial sobre el 
que versa) y un animus (el espíritu de servicio que informa la relación). cracogna, d.: Es-
tudios de Derecho Cooperativo, Intercoop Ed. Cooperativa Ltda., Buenos Aires, 1986, 
p. 21. También en este sentido salinas, A.: Derecho Cooperativo, Ed. Cooperativismo, 
México, 1954, p. 2.

9 Henrÿ, H.: Orientaciones para la legislación cooperativa, OIT, Ginebra, 2013, 
p. 11.

10 ACI: Ley Marco para las Cooperativas de América Latina, Ed. ACI-Américas, 
San José, 2009.

11 Henrÿ, H.: ob. cit, p. 12.
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cho Cooperativo con el de las sociedades de capital (…) también puede 
ser vista como la aplicación —a veces, indiscriminada— a las coopera-
tivas de normas que fueron diseñadas para las sociedades de capital, 
pero que en los hechos terminan dando forma a las cooperativas como 
instituciones y/o definiendo sus operaciones»12.

En el mismo sentido es de resaltar que «…los legisladores incluyen 
cada vez menos normas imperativas (ius cogens) dentro del Derecho 
Cooperativo. Considerando las presiones de los mercados financieros, 
los cooperativistas pueden aprovechar el reducido alcance de la legisla-
ción vinculante y elaborar estatutos que abran el camino para la alinea-
ción de las cooperativas con las sociedades comerciales» o, por el con-
trario, pueden usar esta flexibilidad para reforzar su identidad. No en 
balde resaltan, durante los últimos años, los debates teórico/prácticos 
sobre la aplicabilidad a las cooperativas de las recomendaciones conte-
nidas en los Códigos de Buen Gobierno Corporativos13.

En todo caso, debe tenerse en cuenta que «la gestión social y 
«societal» de las cooperativas a través de profesionales independien-
tes y calificados, junto con el asesoramiento sobre cómo mejorar la 
gestión y administración, es una condición sine qua non para un de-
sarrollo saludable de las cooperativas»14. Por tal motivo, el papel del 
asesor jurídico es definitorio en los derroteros que asumen estas for-
mas asociativas.

Por tanto, esta potencial incidencia de la asesoría jurídica es pro-
porcional al nivel de institucionalización con que cuente el Derecho 
Cooperativo en cada ordenamiento jurídico; pero también es determi-
nante en este sentido la postura crítica y conciencia creativa que des-
pliegue el asesor jurídico durante el desarrollo de sus funciones y al re-
dactar, interpretar y aplicar las normas.

12 Ibidem, p. 13.
13 Vid. cracogna, d. y uriBe, c.: Buen Gobierno Cooperativo. VIII Congreso 

Nacional Cooperativo, Cartagena de Indias, 2003. Recuperado de http://www. 
confecoop.coop/images/stories/memorias/2003/dante_uribe%20_%28Buen%20 
Gobierno%, el 5 de diciembre de 2018 y Lineamientos frente al Código de Buen 
Gobierno para el Sector Solidario-Cooperativas. Manual Guía Gobierno Corpora-
tivo Cooperativas, EMPRENDER, 2017. Recuperado de https://www.google.com/url
?sa=t&rct=j&q=&esrc=s&source=web&cd=2&ved=2ahUKEwjE-o_NlKbfAhXNmVkK
HS9xC5gQFjABegQIARAC&url=http%3A%2F%2Fwww.campusvirtualemprender.
com%2Fmoodle%2Fpluginfile.php%2F2555%2Fblock_html%2Fcontent%2FManual
%2520Gui%25CC%2581a%2520Gobierno%2520Corporativo%2520Cooperativas.
pdf&usg=AOvVaw0jpF7d2yVeKqQbxO4_jJ6O, el 5 de diciembre de 2018.

14 Henrÿ, H.: ob. cit., p. 107.
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III.  La asesoría jurídica y sus potenciales contribuciones a la 
identidad de las Cooperativas No Agropecuarias cubanas

Respecto a la asesoría jurídica en Cuba, recién ha entrado en 
vigor el Decreto Ley 349, de 24 de enero de 2018, «Del Aseso-
ramiento Jurídico» y la Resolución 41 de 3 de marzo de 2018 del 
MINJUS «Reglamento para el ejercicio de la actividad de asesora-
miento jurídico». Dichas normas, si bien contemplan a la CNA en-
tre los sujetos destinatarios de este servicio, no es su objeto rever-
tir el panorama de escasa especialización en la materia cooperativa 
de que adolecen los juristas del país, ni tampoco fortalecer, desde el 
desempeño de estos profesionales, la identidad de las instituciones 
en cuestión.

Por su parte, el Departamento de Derecho de la Facultad de Cien-
cias Sociales y Humanidades de la Universidad de Pinar del Río (UPR), 
ejecutó entre el año 2013 y el 2016 un Proyecto de Investigación y 
Desarrollo que fundamentó una propuesta de «Bases teóricas para la 
efectiva expansión jurídica de las cooperativas hacia otras esferas de la 
economía nacional además de la agropecuaria». Este Proyecto obtuvo 
importantes resultados, que se reflejan en una Tesis de Doctorado en 
Ciencias Jurídicas; 20 publicaciones en libros o revistas científicas; 33 
presentaciones en eventos científicos, de ellas más del 80% internacio-
nales; 1 Grupo Científico Estudiantil que vinculó sus Trabajos de Curso 
a los objetivos; 4 Tesis de Grado de Licenciatura en Derecho asociadas; 
1 asignatura optativa impartida en la Carrera de Derecho de la UPR du-
rante cuatro cursos; 1 evento internacional propio con proyecciones fu-
turas; 2 ediciones de un curso de posgrado impartido a un total de 48 
juristas de la provincia; 11 premios a los resultados, algunos de ellos de 
carácter nacional; y vínculos con instituciones internacionales de refe-
rencia en el campo, con disposición de colaborar para continuar avan-
zando en esta dirección.

En base a estos antecedentes, que muchas veces han implicado 
espacios de diálogo, se han identificado múltiples oportunidades 
para que los asesores jurídicos de las doce (12) CNA de la provincia 
de Pinar del Río, vinculados a la Empresa Provincial de Servicios Le-
gales, perfeccionen el proceso de asesoría a esta particular forma de 
empresas, contribuyendo a potenciar o consolidar los rasgos que le 
identifican. Al respecto, se ha ganado consenso en espacios científi-
cos, llegándose a admitir que «la capacidad de autorregulación de las 
cooperativas, unido a una labor de asesoría jurídica de calidad, tiene 
potencialidades para superar la mayor parte de las limitaciones que 
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hoy presentan las experiencias prácticas relativas a estas formas aso-
ciativas en Cuba»15.

Por consiguiente, se formalizó en enero de este año un Convenio 
entre la EPSEL y la UPR, contentivo de un Proyecto de Investigación, 
Desarrollo e innovación, destinado a implementar una «Metodología 
para perfeccionar el proceso de asesoría jurídica de las Cooperativas 
No Agropecuarias en la provincia de Pinar del Río, desde su gestación 
hasta su disolución» que, a futuro podría generalizarse hacia otros lu-
gares del país.

Para dirigir las recomendaciones en el marco de este Proyecto, que 
ya ofrece algunos resultados teórico-prácticos, se han tomado como 
principal referente los principios cooperativos, tal como se han sistema-
tizado por la Alianza Cooperativa Internacional (ACI) en su Declaración 
sobre la Identidad Cooperativa de 199516.

Teniendo en cuenta que son referenciales los principios coopera-
tivos, tanto para el desarrollo del Proyecto de Investigación que busca 
implementar la metodología para perfeccionar el proceso de asesoría 
jurídica de las CNA en Pinar del Río, así como para la Comisión de Im-
plementación de los Lineamientos que impulsó los recientes cambios 
normativos en este sector, oportuno resulta argumentar algunas pro-
puestas en este sentido.

La asesoría jurídica y la «Asociación Voluntaria y Abierta»

El reconocimiento de la «voluntariedad» está presente en el ar-
tículo 6 (inciso a.) del DL366/19, al decir que «la incorporación y per-
manencia de los socios en la cooperativa es libre y voluntaria».

A tono con ello es novedoso en la Gaceta Oficial en comento, la in-
troducción de la figura del «socio a prueba», que otorga a la CNA la 
posibilidad de evaluar las capacidades y cualidades del individuo para 
ser socio de la cooperativa durante un período.

Al respecto, el artículo 20 del propio Decreto-Ley, en su apartado 
primero, define estos como «…las personas que la Asamblea General 
de Socios considera que deben contar con un período de tiempo para 
valorar su capacidad y desempeño como socio». Y complementa en el 

15 cooder II: Relatoría del II Taller Internacional de Derecho Cooperativo, Universi-
dad de Pinar del Río, Pinar del Río, marzo de 2018.

16 alianza cooPeratiVa internacional (ACI): Declaración sobre la Identidad Coopera-
tiva, Manchester, 1995. Recuperado de http://www.elhogarobrero1905.org.ar, consul-
tada el 19 de diciembre de 2009.
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apartado segundo al decir que «la Asamblea General de Socios fija el 
término del período de prueba, el que no excede, en ningún caso, de 
nueve meses».

Transcurrido este período, el Administrador o Consejo de Adminis-
tración evalúa el desempeño del socio a prueba y propone a la Asam-
blea General de Socios si debe o no ser admitido de forma definitiva. 
La propuesta es analizada por la Asamblea General y se adopta el 
acuerdo que corresponda; siendo esta decisión inapelable (D356/19, 
artículo 24, apartados 3 y 4).

A criterio del autor, resulta plausible la introducción de la figura 
del socio a prueba, en tanto refuerza las oportunidades de ingresar 
a la CNA a las personas que lo desean, lo cual es coherente con el 
principio de «asociación libre y voluntaria» promovido por la ACI. Sin 
embargo, es importante que los asesores jurídicos contribuyan, me-
diante el desempeño de su función, para que toda decisión negativa 
que se adopte en este sentido, sea fundamentada y que se haga so-
bre términos regulados en las normas internas de la cooperativa; so-
bre todo teniendo en cuenta que —como se ha visto— el Decreto-
Ley veta la posibilidad de apelación sobre la decisión de la Asamblea 
General.

En este sentido, también pueden contribuir/exigir notarios y regis-
tradores, pues el acuerdo que aprueba el ingreso de un socio se pro-
tocoliza ante notario público y se inscribe en el Registro Mercantil 
(D356/19, artículo 24, apartados 5). A fin de cuentas, se trata de ga-
rantizar que no existan discriminaciones raciales, políticas, religiosas, 
sociales y de género al momento de la no aceptación de personas en 
las cooperativas.

No obstante, y de cara al mismo principio de «puertas abiertas», es 
pertinente advertir que la Disposición Especial Tercera del DL366/19, en 
su apartado segundo, establece rangos que limitan el aumento del nú-
mero de socios con respecto a la cantidad de miembros que tienen las 
cooperativas al momento de la norma entrar en vigor.

La asesoría jurídica y el «Control Democrático por los Asociados»

La «decisión colectiva e igualdad de derechos de los socios» consti-
tuye otro principio presente en el nuevo DL366/19 (artículo 6, inciso c.), 
cuyo contenido se explica al decir que «la vida económica y social de la 
cooperativa se analiza y decide de forma colectiva y las decisiones se 
adoptan democráticamente por los socios, que tienen iguales derechos 
y obligaciones; todos los socios aportan su trabajo a la cooperativa».



La asesoría jurídica en pos de la identidad cooperativa Orestes Rodríguez Musa

Deusto Estudios Cooperativos 
ISSN: 2255-3444  •  ISSN-e: 2255-3452, Núm. 15 (2020), Bilbao, pp. 59-85 

70  doi:  http://dx.doi.org/10.18543/dec-15-2020pp59-85  •  http://dec.revistas.deusto.es 

Se ha explicado antes que en las CNA que fueron inducidas desde 
el Estado en los establecimientos que este gestionaba, la dirección ha 
recaído —generalmente— en los otrora jefes de estas unidades esta-
tales, que no pocas veces han reproducido los viejos esquemas de di-
rección, administración y control, inconsecuentes con los principios y 
valores cooperativos. Por otra parte, en los casos donde la iniciativa ha 
sido privada, también ha ocurrido en no pocas ocasiones que los direc-
tivos se han plantado como «dueños» de la cooperativa, mediante la 
cual han encubierto —ante la posibilidad legal de crear empresas pri-
vadas— sus actividades económicas lucrativas, desvirtuando la esencia 
democrática de la institución.17

Para intentar revertir esta realidad, la nueva normativa exige (ar-
tículo 33, DL366/19) algunos requisitos para ser elegido el Presidente 
de la CNA: «a) ser socio de la cooperativa; b) conocer y tener experien-
cia en las actividades que constituyen el objeto social de la cooperativa; 
c) tener capacidad de liderazgo y de conducción para el cumplimiento 
de los fines y objetivos de la cooperativa; d) promover con su ejem-
plo personal la disciplina, la colaboración y el respeto entre los socios, 
así como la incorporación de iniciativas y fórmulas de solución para los 
problemas que enfrente la cooperativa; e) tener conocimientos y ca-
pacidades que le permitan desempeñarse como representante de la 
cooperativa ante terceros; f) gozar de buen concepto público; y g) cual-
quier otro requisito que se establezca en los estatutos».

De estos requisitos resalta la ambigüedad de algunos términos 
como la «experiencia»; el «ejemplo personal»; los «conocimientos y 
capacidades»; y el «buen concepto público». Ante estas dificultades, 
es vital el papel del asesor jurídico para interpretarlas, así como para 
acotar su contenido mediante regulaciones internas. Antes y después 
de que se consigan madurar estas normativas de la cooperativa que 
podrían ofrecer seguridad jurídica alrededor de este sensible aspecto, 
el asesor jurídico debe procurar evitar los excesos en su interpreta-
ción, bebiendo de la identidad cooperativa y del Derecho Coopera-
tivo.

La asesoría jurídica y la «Participación Económica de los Asociados»

Entre los «Principios rectores de las cooperativas», que rigen a 
las CNA, ninguno alude directamente a la participación económica 

17 rodríguez, o.: ob. cit., p. 127.
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de los asociados18. No obstante, como en otras ocasiones19, mire-
mos a esta nueva normativa atendiendo a dos aspectos esenciales: 
las aportaciones de los socios y la utilización/distribución de los ex-
cedentes.

En primer orden, debe tenerse en cuenta la exigencia de que es-
tas cooperativas cuenten, al momento de su constitución, con un ca-
pital de trabajo inicial, integrado por el aporte dinerario que realizan 
los socios y, en su caso, por los créditos bancarios que se otorguen con 
ese objetivo (artículo 35, apartado 2, D356/19). Además, se deja sen-
tado que «…cada uno de los socios tienen como principal contribución 
su trabajo personal, sin perjuicio de los aportes en bienes y derechos 
que realicen por mandato de la ley o voluntariamente...» (artículo 5, 
DL366/19).

Resalta en este sentido, la positiva flexibilidad del artículo 36 del 
Reglamento (D356/19) cuando refiere que «la cuantía del aporte dine-
rario puede ser distinta para cada socio», así como cuando se indica en 
el articulo 37, primer apartado, que «los estatutos pueden fijar montos 
diferentes para los aportes dinerarios que realicen los socios que se in-
corporen luego de constituida la cooperativa». Por tanto, la oportuna 
orientación del asesor jurídico puede asegurar una justa compensación 
entre la cantidad y complejidad del trabajo aportado, con las demás 
aportaciones, dinerarias o no que realicen los socios. No obstante, de-
ben controlar el encubrimiento de los llamados «socios capitalistas»20, 
que contribuyendo a capitalizar la empresa, opten por desentenderse 
—a posteriori— de otras responsabilidades, principalmente la de traba-
jar. De esta forma se desvirtuaría su condición de socio trabajador y la 
propia esencia cooperativa.

En siguiente orden, constituye una novedad de la normativa anali-
zada, respecto a la utilización y distribución de los excedentes, el esta-
blecimiento de un límite máximo de tres (3) veces entre los ingresos del 
socio que más percibe y el que menos, «con el objetivo de garantizar la 
distribución justa y equitativa de las utilidades generadas».

18 Cfr. artículo 6 del DL366/19.
19 Cfr. Hernández, o. y rodríguez, o.: «Reflexiones sobre la implementación jurídica 

del principio de «participación económica de los asociados» en las cooperativas cuba-
nas», en Boletín de la Asociación Internacional de Derecho Cooperativo, No. 52, Bilbao, 
2018, pp. 107-122.

20 Vid. Vicent, F. «Instituciones cooperativas y formas de trabajo asociado», en Cua-
dernos de la Cátedra de Derecho del Trabajo, No. 1, Facultad de Derecho, Universidad 
de Valencia, 1971, pp. 57 a 68.
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Otro límite legal obligatorio aparece también respecto a la genera-
ción de utilidades, en tanto «…las CNA vinculadas con las actividades 
de: servicios de reparación y mantenimiento de equipos automotores, 
reconstrucción y chapistería de vehículos; y servicios de montaje, re-
paración y mantenimiento de carpintería de aluminio, pueden generar 
utilidades de hasta un treinta por ciento (30%) de los gastos totales, 
descontando de estos los gastos tributarios, financieros y por los ser-
vicios comprados a formas de gestión no estatal»21; y «del veinte por 
ciento (20%) para los servicios constructivos y de producción de mate-
riales de la construcción»22.

Importante debate pueden generar estas prohibiciones, que de una 
parte intentan frenar la concentración desmedida de riqueza en pocas 
manos (proveniente en ocasiones de prácticas ilegales), a la vez que 
frenan el desarrollo de las fuerzas productivas. Sin embargo, es crite-
rio del autor que se deben revisar las causas de fondo que originan las 
desviaciones que ahora se intentan atajar.

En tal sentido, la cuestión esencial sigue siendo la necesidad de en-
tender y proyectar jurídicamente las cooperativas desde su naturaleza 
de servicio a los asociados y a la comunidad. En tanto subsistan las in-
comprensiones al respecto, existirán también incoherencias con la iden-
tidad cooperativa. Para este propósito, la labor de orientación y de con-
trol del asesor jurídico puede ser muy útil, sobre todo cuando pueda 
redirigir intereses hacia la constitución de sociedades lucrativas que in-
tentan ocultarse bajo las cobijas de la cooperativa. Esta urgencia, hasta 
ahora sin amparo legal, ya es un mandato de la nueva Constitución cu-
bana de 2019.

La asesoría jurídica y la «Autonomía e Independencia»

Sostiene Henrÿ que «el logro de la autonomía de las cooperativas 
está supeditado a la aplicación del principio de la subsidiaridad. (…) Su 
aplicación en el ámbito que nos interesa aquí debería permitir a cada 
cooperativa ser dueña de las decisiones que le interesan, a menos que 
éstas sean de la competencia del interés público o que obstaculicen la 
libertad de terceros»23.

21 Resolución No. 361 del Ministerio de Finanzas y Precios, Gaceta Oficial No. 63 
Ordinaria, publicada el 30 de agosto de 2019, RESUELVO SEGUNDO.

22 Ídem.
23 Henry, H.: Cuadernos de Legislación Cooperativa, OIT, Ginebra, 2000, p. 23, re-

cuperado de http://www.redelaldia.org/IMG/pdf/0105.pdf, el 13 de junio de 2014.
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En estudios previos24, sistematizando las características del principio 
de autonomía en el sector cooperativo de la Isla, se ha sostenido que al 
regularse las relaciones jurídicas entre el Estado y las cooperativas se ha 
asumido un modelo absorbente25 o de dependencia26 que ha limitado 
en diversos aspectos y de forma sustancial la autonomía que debe ca-
racterizar a la figura. Sin embargo, en esta oportunidad también se ha 
admitido que estas entidades cuentan con oportunidades para desarro-
llar su auto-regulación.

Al respecto destaca el apartado 1 del artículo 17 del D356/19, 
donde se reglamentan 21 aspectos que deben contener los Estatutos 
de las CNA, lo cual puede contribuir (tal como sucedió hasta ahora con 
las normas anteriores), a que dichos Estatutos se sobrecargue de conte-
nidos, procedimientos y reglas detalladas que —como tal— requieren 
modificación frecuente, con sus inevitables costes en tiempo y dinero.

Este tono reglamentarista del legislador, se potencia cuando el ar-
tículo 6 del propio D356/19 exige la intervención de la autoridad pú-
blica competente en la aprobación de varios contenidos trascenden-
tales para el funcionamiento de la cooperativa, en tanto el órgano u 
organismo del Estado a quien corresponde autorizar la constitución de 
la cooperativa (según artículo 2 y siguientes del Reglamento General), 
en el mismo acto aprueba su alcance nacional o territorial, objeto so-
cial y actividades secundarias, eventuales o de apoyo que se autorizan; 
el nombre de las personas solicitantes; el inmueble y otros bienes a ce-
der, así como las condiciones en las que se realizará esta cesión. Tam-
bién aprueba los bienes o servicios que constituyen el encargo estatal; 
los principales insumos a suministrar por el proveedor estatal; los pre-
cios de bienes y servicios que se mantendrán centralmente estableci-
dos; y los resultados que se espera obtener con la nueva forma de ges-
tión, tanto en cantidad como en calidad de producciones o servicios, si 
procede.

Teniendo en cuenta que varios de estos aspectos coinciden —to-
tal o parcialmente— con los contenidos que deben incluir los Estatu-
tos según el referido artículo 17, podría convertirse la voluntad de la 
Administración Pública en un muro de contención que dificulte la rea-

24 rodríguez, o.: «La autonomía cooperativa y su expresión jurídica. Una aproxima-
ción crítica a su actual implementación legal en Cuba», Boletín de la Asociación Interna-
cional de Derecho Cooperativo, No. 47, 2013, pp. 129-156.

25 cracogna, d.: La legislación cooperativa en el mundo de hoy. Presentado en el 
Seminario de legislación cooperativa en Uruguay, 2001, recuperado de http://www. 
neticoop.org.uy/article118.html, el 13 de mayo de 2010.

26 roseMBurg, t.: La Empresa Cooperativa, CEAC, Barcelona, 1985, p. 104.
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lización de la autonomía de la cooperativa. No obstante, vale resaltar 
que los órganos locales del Poder Popular, organismos o entidades na-
cionales realizan, de conjunto con el representante o el Comité Gestor 
de la Cooperativa en Formación, evaluaciones y negociaciones previas 
respecto a varios asuntos que condicionan el contenido de los Estatu-
tos (D356/19, artículo 12). Por tanto, la defensa del justo equilibro en-
tre la autonomía cooperativa y su responsabilidad social puede y debe 
comenzar desde esta etapa, para lo cual nada impide —más bien todo 
aconseja— que la Cooperativa en Formación cuente con los servicios 
de asesoría jurídica.

Además, cuando se observa que el resto del articulado que rige a 
las CNA en la legislación referida toca —de una u otra forma— todos 
los contenidos reglamentarios de los Estatutos, mediante normas ge-
neralmente de carácter preceptivo, podría pensarse que poco puede 
hacerse en favor de la auto-regulación de estas formas asociativas. Sin 
embargo, un análisis detallado de esta normativa, permite apreciar 
que, en múltiples ocasiones, el legislador tan solo orienta o prevé mí-
nimos indispensables, reservando un espacio —más o menos flexible— 
para los Estatutos, cuya óptima realización depende de la iniciativa y 
voluntad de los asociados.

Por otra parte, téngase en cuenta que dichos aspectos no tienen 
que ser objeto de los Estatutos, o siéndolo, ellos no tienen que agotar 
su contenido; sino que pueden llevarse a un Reglamento de Régimen 
Interno, cuya utilización en Cuba —como regla— es inexistente. Esta 
recomendación obedece a la dificultad añadida que implica la modi-
ficación estatutaria y —en contraste— la flexibilidad que ofrece dicho 
Reglamento.

El Reglamento de Régimen Interno tiene una naturaleza asimilable 
a la de los acuerdos asamblearios, en tanto rigen —principalmente— 
la vida interna de la cooperativa y su aprobación correspondería a la 
Asamblea General, por lo que su utilización es aceptable dentro del 
marco legal vigente en el país, vinculando a todos los socios. Su única 
diferencia reseñable respecto a los demás acuerdos estribaría en la obli-
gación del órgano correspondiente de la cooperativa, de entregar co-
pia de ellos a los asociados27. De su existencia se dejaría constancia en 
un documento privado, que se incorporaría al Acta de la Asamblea Ge-
neral donde fue aprobado, pudiendo adquirir publicidad por medio de 
la certificación del acuerdo que lo contiene (artículo 33, apartado 1, in-

27 Vid. gadea, e.; sacristán, F. y Vargas, c.: Régimen jurídico de la sociedad coope-
rativa del siglo xxi. Realidad actual y propuestas de reforma. Editorial Dykinson S.L., Ma-
drid, 2009, pp. 126-127.
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ciso d., D356/19), aspecto relevante para respaldar intereses legítimos 
de terceros.

En cualquier caso, las reglas que guíen la actuación del jurista en-
cargado de asesorar a cada CNA, deben tomar en consideración que 
las necesidades de cada cooperativa son diferentes y que el carácter de 
cada disposición jurídica es singular.

La asesoría jurídica y la «Educación, Capacitación e Información 
Cooperativa»

Resulta muy positivo que, entre los principios rectores de las 
cooperativas ahora finalmente se reconoce «la regla de oro del coo-
perativismo», exigiéndose la educación y formación de los socios. 
Mejor aún es que tal exigencia recae principalmente en la propia 
cooperativa, que debe ofrecer formación a sus miembros en las ac-
tividades a desarrollar con el fin de que estas se realicen con efica-
cia, eficiencia y calidad; igualmente educa a todos los miembros en 
los principios del cooperativismo y asegura su formación, particular-
mente a los que ocupan cargos en la dirección y administración de la 
cooperativa, para que adquieran o mejoren su gestión administrativa 
y liderazgo28.

Para este fin, el Reglamento le exige a cada CNA la disposición de 
fondos29, así como encargó al Ministerio de Educación Superior la ela-
boración «del programa de preparación y formación sobre los princi-
pios de funcionamiento de las cooperativas» (D356/10, DISPOSICIÓN 
FINAL CUARTA).

Si bien hasta ahora los programas de preparación y formación en 
esta materia se han apoyado en las universidades, también es cierto 
que, por lo general, estos programas han sido emergentes, inducidos, 
unidireccionados (desde arriba), reproductivos y carentes de la interdis-
ciplinariedad requerida. Por tanto, conveniente sería asumir otros con-
ceptos más participativos, que tengan en cuenta las aspiraciones y ne-
cesidades de los emprendedores.

Para ello, las experiencias más exitosas que hoy se observan en el 
mundo sustituyen los términos de «preparación» y «capacitación» por 
el «acompañamiento» y la «incubación»30. Esto ha dado lugar a pro-

28 Vid. DL366/19, artículo 6, inciso h).
29 Vid. D356/19, artículo 48, apartado 2, inciso b).
30 Las incubadoras de cooperativas se han definido como «un dispositivo institucio-

nal pensado para acompañar la creación de nuevas experiencias cooperativas en cam-
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yectos universitarios que atienden, a través de la articulación entre en-
señanza, investigación y extensión, las demandas de los grupos de tra-
bajadores que deseen iniciar un emprendimiento socioeconómico de 
forma colectiva, a partir de sus experiencias profesionales, necesitando 
asesoría y formación en varias áreas; lo cual debe tener como referente 
a los valores y principios del cooperativismo, pero no como un eslogan 
que se memoriza en el aula, sino como una herramienta para aplicar 
durante el proceso de incubación31.

Teniendo en cuenta estas premisas, es criterio del autor que, amén 
del programa general que con este fin pueda aprobarse, este debe 
adecuarse a las necesidades de cada territorio y de cada CNA. Sin 
desaten der las «prioridades nacionales» por las que sí deben velar los 
ministerios, las CNA deben negociar con las universidades de los terri-
to rios, aprovechando la representación de los asesores jurídicos, Pro-
yectos de Investigación, Desarrollo e innovación (I+D+i) enfocados ha-

pos estratégicos o de oportunidad, orientado a generar iniciativas en áreas intensivas en 
innovación y conocimiento. Busca promover el desarrollo del cooperativismo en secto-
res en donde tradicionalmente no ha emprendido» conFederación uruguaya de entidades 
cooPeratiVas (cudecooP), el Ministerio de industria, energía y Minería (MieM) y el insti-
tuto nacional del cooPeratiVisMo (inacooP): Emprender Juntos. Incubadora de Coope-
rativas en sectores intensivos en innovación y conocimiento, octubre de 2015, recupe-
rado de www.dnpi.gub.uy/documents/4552717/0/CUDECOOP_Icubadora_v8%20(IMP).
pdf, el 13 de abril de 2016.

31 Si bien las primeras experiencias de incubadoras de empresas surgen en los 
EE.UU. a mediados del siglo pasado, el concepto se adapta en Brasil, 1995, a la filoso-
fía cooperativa con la Incubadora Tecnológica de Cooperativas Populares, de la Universi-
dad Federal de Río de Janeiro, surgida a partir de un contexto de crisis social en el país. 
Los procesos de emprendimiento generalmente constan de 3 o 4 fases: 1) Pre-Incuba-
ción: periodo de aproximación entre la incubadora y el grupo. Se identifican las poten-
cialidades del proceso y se realiza un diagnóstico participativo. Duración: 1 a 3 meses; 
2) Incubación: etapa de acompañamiento donde se realizan diversas actividades con el 
objetivo de organizar el proceso de producción y gestión del emprendimiento. Se basa, 
principalmente, en asesoría, formación multidisciplinar y métodos pedagógicos. Dura-
ción: 18 a 24 meses; 3) Des-Incubación: proceso de desvinculación entre la cooperativa 
y la incubadora. Cuando el emprendimiento ya no necesita el trabajo continuado de la 
incubadora. Duración: 5 a 9 meses; 4) Post-Incubación: periodo en el que se atienden 
demandas de los emprendimientos muy específicas. Se tratan de acciones y proyectos 
de carácter muy focalizado. No todas las incubadoras constan de esta etapa. Por ello, 
el acompañamiento debe procurar respetar los ritmos y las necesidades de los empren-
dedores. Vid. etxezarreta etxarri, e. (coordinador): Informe-II: Incubadoras de Economía 
Social y Solidaria: experiencias internacionales y definición participativa de una incuba-
dora social universitaria, Universidad del País Vasco, s/f., recuperado de http://base.so-
cioeco.org/docs/26.pdf, el 2 de junio de 2016. También en este sentido Vid azeVedo, a. 
y otros: Incubadoras Tecnológicas de Cooperativas Populares-ITCP: la experiencia de la 
UNICAMP (Brasil), s/f., recuperado de http://reco.concordia.ca/pdf/Azevedo%2007.pdf, 
el 2 de junio de 2016.
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cia sus intereses concretos. Para ello, cuentan las universidades —por 
lo general— con profesionales bien apertrechados de conocimientos, 
métodos y habilidades, suficientes para ofrecer productos integrales e 
interdisciplinarios. Además, existe el soporte legal que ampara este in-
tercambio32.

La asesoría jurídica y la «Cooperación entre Cooperativas»

Desde sus inicios las cooperativas han practicado la colaboración 
entre sí como fórmula propicia para su éxito. La «solidaridad externa 
como prolongación de la solidaridad interna viene a poner de mani-
fiesto que se trata de acabar un proceso… para alcanzar los fines com-
partidos del cooperativismo»33.

Bajo el principio de «colaboración y cooperación entre cooperativas 
y otras entidades», el DL366/19 establece en su artículo 6, inciso g., 
que «las cooperativas se relacionan entre sí y con otras entidades, esta-
tales o no, mediante contratos, convenios de colaboración, intercambio 
de experiencias y otras actividades lícitas».

El contenido de este precepto está presente en la normativa que 
rige las CNA cubanas desde el comienzo del experimento34, unido al 
mandato de que se dictara el Reglamento de las Cooperativas de Se-
gundo Grado en un plazo de 360 días luego de la publicación de la 
Gaceta Oficial que contuvo estas normativas35. Pero, las dificultades 
ya enunciadas que se han presentado con las cooperativas de primer 
grado, aconsejaron que este Reglamento nunca se promulgara.

En consecuencia, hasta esta fecha no han existido cooperativas de 
grado superior en Cuba, y los recientes cambios normativos ni siquiera 
las contemplan. La «colaboración y cooperación entre cooperativas y 
otras entidades» se ha concretado —como regla— a través de contra-
prestaciones y contratos lucrativos.

Sin embargo, la recomendación de ACI-Américas es que las coope-
rativas se asocien entre sí «para intercambiar servicios, celebrar contra-

32 Vid. Resolución No. 44/2012 del Ministerio de Ciencia, Tecnología y Medio Am-
biente, «Reglamento para el Proceso de Elaboración, aprobación, planificación, ejecu-
ción y control de los programas y proyectos de ciencia, tecnología e innovación».

33 Martínez, a.: «Sobre el principio de cooperación entre cooperativas en la actuali-
dad», en Boletín de la Asociación Internacional de Derecho Cooperativo, No. 46, Univer-
sidad de Deusto, Bilbao, 2012, p. 141.

34 Vid. Decreto-Ley No. 305 «De las cooperativas no agropecuarias», Gaceta Oficial 
No. Extraordinaria 053, de 11 de diciembre de 2012, artículo 4, inciso g) (DEROGADO).

35 Ídem, Disposición Final Sexta.
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tos de participación y acuerdos de colaboración, complementar activi-
dades, cumplir en forma más adecuada el objeto social y, en fin, para 
llevar a la práctica el principio de integración cooperativa»36. Esto sig-
nifica que el ánimo de lucro no debe constituir la causa de las relacio-
nes jurídicas que se establezcan, sino la complementariedad y la coope-
ración. Por tanto, en estas operaciones con las que se incrementa la 
producción, disminuyen los costos y bajan los precios, lejos de perder 
ganan todos (productores, consumidores, comunidad), tanto en lo eco-
nómico como en lo social.

En tal sentido, la labor del asesor jurídico debe ser proactiva, apro-
vechando las posibilidades que ofrecen el Derecho en general, y el or-
denamiento jurídico cubano en particular, para potenciar la identidad 
de las CNA, mediante la orientación, redacción y supervisión de acuer-
dos de intercooperación37 o convenios de colaboración38 entre coope-
rativas. Estos instrumentos de naturaleza no lucrativas, potencian las 
alianzas entre cooperativas por su libre voluntad; les propician traba-
jar de forma coordinada para mutuo beneficio; y contribuyen a fraguar 
relaciones de confianza, compartiendo riesgos y responsabilidades, en 
pos de futuras integraciones.

Más efectivos pueden ser estos instrumentos para la cooperación, 
si los asesores jurídicos orientan y supervisan que se respalden en las 
normas internas de las CNA que intervengan, no solo mediante los Es-
tatutos, sino también en su Reglamentos Internos y, en general, con los 
Acuerdos de las Asambleas.

36 ACI: Ley Marco para las Cooperativas de América Latina, Ed. ACI-Américas (con 
el apoyo de la OIT), San José, 2009, artículos 79.

37 Para el legislador español, «Las cooperativas podrán suscribir con otros acuer-
dos intercooperativos en orden al cumplimiento de sus objetos sociales. En virtud de 
los mismos, la cooperativa y sus socios podrán realizar operaciones de suministro, en-
tregas de productos o servicios en la otra cooperativa firmante del acuerdo, teniendo 
tales hechos la misma consideración que las operaciones cooperativizadas con los pro-
pios socios. Los resultados de estas operaciones se imputarán en su totalidad al fondo 
de reserva obligatorio de la cooperativa». artículo 79, apartado 3, Ley 27/1999, de 16 
de julio, de Cooperativas, publicada en BOE no. 170, de 17/07/1999, recuperada de 
https://www.boe.es/eli/es/l/1999/07/16/27/con. Vid. sáncHez, l.a.: «Los acuerdos de in-
tercooperación como mecanismo jurídico de integración de cooperativas», en Revista de 
Estudios Cooperativos (REVESCO), Monográfico 126, 2017, recuperado de http://dx.doi.
org/10.5209/REVE.58616. En este sentido, existen experiencias similares en Cuba en el 
sector agropecuario. 

38 Vid. Prego J.c., noVa a. y roBaina l.: «Formas de integración cooperativa y sus 
principales técnicas de realización. La intercooperación cooperativa», en Revista Estudios 
del Desarrollo Social: Cuba y América Latina, Vol. 5, No. 3, septiembre-diciembre, 2017, 
pp. 85-99.
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La asesoría jurídica y la «Responsabilidad Social de la Cooperativa»

En otras oportunidades, al referir la responsabilidad social de las 
cooperativas cubanas, se ha argumentado la pertinencia de que el or-
denamiento jurídico nacional se acerque a un «Modelo de Gestión de 
la Responsabilidad Social Cooperativa Directa», diferente a la que se 
realiza a través de la intermediación del Estado (indirecta), y que presu-
pone «el compromiso consciente de sus directivos y trabajadores con la 
satisfacción de las necesidades y expectativas de su recurso humano y 
la comunidad en que se inserta, a partir de una gestión propia y de sus 
recursos, mediante el vínculo estable y sistemático con las organizacio-
nes políticas, de masas y sociales de su ámbito interno y de su entorno 
inmediato»39.

En Cuba, la aplicación práctica y la articulación institucional de este 
principio, hasta la fecha no ha enrumbado por este camino. Pero, en la 
misma medida en que se consolide el escenario de coincidencia entre 
interés popular e interés cooperativo, así como de práctica consciente 
de responsabilidad social directa, carecería de sentido la intermediación 
del Estado para preservar el interés general a través de fórmulas como 
la autorización sobre el objeto social, los precios topados, el encargo 
estatal y el cobro de impuestos, lo cual constituye el ideal a alcanzar.

Sin renunciar a la intermediación del Estado, aunque tampoco rom-
piendo con este ideal, el artículo 6 del DL366/19, a través de su inciso f), 
establece entre los principios que rigen el funcionamiento de las CNA a 
la «responsabilidad social, contribución al desarrollo planificado de la 
economía y al bienestar de los socios y sus familiares», cuyo contenido 
advierte que «Los planes de la cooperativa tienen como objetivo con-
tribuir al desarrollo económico y social sostenible de la nación desde el 
ámbito territorial donde realiza sus actividades, proteger el medio am-
biente, desarrollar su objeto social sin ánimo especulativo y garantizar el 
cumplimiento disciplinado de las obligaciones fiscales y otras. Los socios 
trabajan para fomentar una cultura cooperativista y satisfacer sus nece-
sidades materiales, de capacitación, sociales, culturales, morales y espiri-
tuales, así como la de sus familiares y la comunidad».

Por consiguiente, el asesor jurídico puede constituir un puntal im-
portante para concretar estas premisas, contribuyendo con la concien-

39 alFonso, a.l.: Modelo de gestión de la responsabilidad social cooperativa directa. 
Estudio de caso: cooperativa de producción agropecuaria Camilo Cienfuegos. Tesis pre-
sentada en opción al grado científico de Doctor en Ciencias Económicas, Centro de Es-
tudios de Desarrollo Cooperativo y Comunitario, Facultad de Ciencias Económicas, Uni-
versidad de Pinar del Río, Pinar del Río, 2008, p. 48. 
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cia de los asociados y con la concreción de una política interna de res-
ponsabilidad social, que guíe a la cooperativa a través de la práctica de 
los valores que las distinguen internacionalmente.

Pero las CNA no solo deben realizar su intervención social directa 
que contribuya a la satisfacción de las necesidades de sus asociados, 
las de sus familias y la de la comunidad en general, sino que dicha in-
tervención merece regulación, control y evaluación desde las propias 
cooperativas40, mucho mejor si para ello cuentan con ayuda especiali-
zada.

40 Resulta ilustrativo en este sentido el «Balance Social Cooperativo de la UBPC «El 
Mango», a saber:

1. Programa de construcción de viviendas: Este programa se cumple según lo plani-
ficado (5 viviendas para socios de la cooperativa), a pesar de las dificultades pre-
sentadas durante su ejecución.

2. Programa de reparación de viviendas: La reparación de 12 viviendas de asociados 
a la cooperativa, hace que se cumpla a un 84.1% de lo planificado, lo cual po-
sibilitó que el número de beneficiarios fuera de 58 personas (socios y familiares) 
motivado básicamente por la no disponibilidad de fuerza de trabajo calificada en 
el periodo requerido además de afectaciones por la disponibilidad de áridos.

3. Programa de capacitación: De 8 actividades planificadas, se desarrollaron 9 sin 
dificultad, beneficiándose 270 de los 243 que se habían contemplado en estas 
actividades, en las que se puso de manifiesto la activa participación de los benefi-
ciarios de estos cursos así como la magnífica asistencia mostrada. El presupuesto 
de este programa se ejecutó al 100%.

4. Programa de atención alimentaria: Este programa se cumple al 108.3% dado en 
lo fundamental en que de 12 actividades previstas se realizaron 13. Es de desta-
car que las cantidades de productos per cápita a entregar por socio, se incremen-
taron en cada una de las actividades efectuadas. El valor de Activos Sociales al-
canzó la magnitud de 35.6 unidades de beneficio.

5. Programa de actividades socio-culturales: Se logró el 95.8% de realización en 
este programa, al realizarse 5 actividades de las 6 previstas. A pesar del incumpli-
miento mostrado, los beneficiarios manifestaron un alto nivel de satisfacción por 
la calidad en las actividades ejecutadas.

6. Programa de prestación de servicios: Se lograron prestar 4 servicios de los 6 pla-
nificados, los cuales fueron básicamente relacionados con la actividad de carpin-
tería y herrería, su incumplimiento fue en los servicios de barbería y peluquería. 
Este programa causó gran impacto en el aumento del nivel de vida de los aso-
ciados y la comunidad. Vid. BoBadilla, n. y oJeda, l.: «Aplicación del modelo de 
gestión de la responsabilidad social cooperativa directa en la unidad básica de 
producción cooperativa «El Mango». Valoración de los resultados», en Revista 
de Cooperativismo y Desarrollo (COODES), Vol. 2, No. 1, Universidad de Pinar 
del Río, 2014, recuperado de http://coodes.upr.edu.cu/index.php/coodes/article/
view/84/188, el 4 de octubre de 2016. En este mismo sentido Vid. alFonso, a.l.: 
«Perfeccionamiento del modelo de gestión social en las empresas cooperativas 
de la provincia de Pinar del Río. Resultados e impactos», en Revista de Cooperati-
vismo y Desarrollo (COODES), Vol. 1, No. 1, Universidad de Pinar del Río, 2013.
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Téngase en cuenta que entre las novedades del D356/19, su ar-
tículo 17, apartado primero, inciso o., obliga que los Estatutos inclu-
yan el «aporte social de la cooperativa a la comunidad donde está en-
clavada», para lo cual deben concebir y regular su propio modelo de 
gestión social cooperativo, sin que este deba copiarse acríticamente de 
ninguna otra entidad, pues las necesidades y problemáticas a que debe 
atender son únicas e irrepetibles.

Con este propósito, el diagnóstico inicial para la definición de los 
Indicadores Sociales, es tarea vital en la que deben participar los aseso-
res jurídicos, cuidando que dichos indicadores se definan de modo ob-
jetivo, a fin de que su medición y control a posteriori resulte factible.

Para ello, las CNA pueden contar con herramientas como la Auditoría 
de Gestión Social Cooperativa, definida como «aquella auditoría interna 
que permite en una empresa cooperativa examinar y evaluar el proceso 
de gestión de la responsabilidad social cooperativa, con el propósito de 
contribuir a la elevación de los niveles de economía, eficiencia y eficacia, 
e impacto causado en las personas vinculadas a la misma, así como para 
verificar el cumplimiento de las disposiciones de su Asamblea General»41.

Sobre la base de estos resultados, el Balance Social es un instru-
mento de auditoría social que deberá ser aprobado en la Asamblea 
General, cuya realización permitirá analizar el desempeño social de la 
cooperativa, a través de la valoración del impacto generado por las ac-
ciones sociales ejecutadas, constituyendo así una herramienta de infor-
mación metódica que permite evaluar el nivel de cumplimiento de las 
actividades que desarrolla la cooperativa conforme a su misión social, 
en un período de tiempo dado. Su correcta instrumentación y orien-
tación, con la colaboración del asesor jurídico, permitiría a la dirección 
de la CNA autoevaluarse, tomar medidas correctivas, determinar cam-
bios que puedan mejorar la calidad del ambiente laboral, etc. Al mismo 
tiempo, favorece la planificación y la difusión posterior de los benefi-
cios sociales de la cooperación.

Por estas razones, y de cara a estas posibilidades, la labor del ase-
sor jurídico no debe quedarse en la reproducción de los esquemas que 
puede haber seguido con anterioridad en las entidades estatales, ni 
en asumir la Responsabilidad Social de las CNA como el mero cumpli-
miento de las obligaciones tributarias. Por el contrario, deben aprove-
char las múltiples oportunidades que ofrece la identidad cooperativa 
para la realización de lo social.

41 oJeda, l. y carMona, M.: «La auditoría de gestión social en las empresas coopera-
tivas». Revista Cooperativismo y Desarrollo (COODES), Vol. 1, No. 2., 2013, p. 9.
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IV. Conclusiones

1. La asesoría jurídica es un modo de actuación del profesional del 
Derecho, a través del cual se desarrollan las funciones de diagnóstico, 
consejería, ejecución y control al redactar, interpretar y aplicar las nor-
mas jurídicas. El ejercicio de estas funciones para las empresas debe 
equilibrar los intereses de ésta con el interés general expresado en las 
leyes. Esta labor es trascendental para las cooperativas, en tanto puede 
contribuir a la consolidación de su identidad. Tal aspiración depende de 
la implementación del Derecho Cooperativo en los ordenamientos jurí-
dicos, a la vez que de los niveles de especialización de los asesores de 
cooperativas y de la conciencia crítica-creativa que desplieguen durante 
el desarrollo de sus funciones.

2. Respecto a la asesoría jurídica de las CNA, en la provincia de Pi-
nar del Río se trabaja para perfeccionar la Metodología que guía esta 
actividad en el territorio, con la aspiración de generalizarla hacia otros 
lugares del país. De cara a los principios cooperativos enarbolados por 
la ACI y a las recientes transformaciones legislativas implementadas 
para el sector en el país, algunas reflexiones preliminares indican que 
los asesores jurídicos deben:

— contribuir para que las decisiones que se adopten respecto a la 
entrada y salida de trabajadores a las cooperativas sean motiva-
das en las normas externas e internas;

— acotar, mediante regulaciones internas, términos legales ambi-
guos en pos de asegurar el control democrático de los asocia-
dos;

— supervisar las cooperativas desde su naturaleza de servicio a los 
asociados y a la comunidad, a fin de redirigir intereses espurios 
hacia la constitución de formas jurídicas lucrativas;

— optimizar su autonomía regulatoria, aprovechando los espacios 
que el legislador ofrece para su realización mediante disposicio-
nes internas;

— negociar con las universidades de los territorios, Proyectos de 
I+D+i enfocados hacia sus necesidades investigativa y educativas 
concretas, sin descuidar prioridades nacionales;

— conciliar, con respaldo en las normas internas de las CNA que in-
tervengan, acuerdos de intercooperación o convenios de colabo-
ración entre cooperativas, en pos de futuras integraciones;

— implementar su propio modelo de gestión social cooperativo, 
previa definición objetiva de sus indicadores sociales, para facili-
tar su medición y control a través del Balance Social.
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